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otras cuestiones, entre ellas si se había producido la
prescripción del derecho de los solicitantes.

Pues bien, como acertadamente ha puesto de mani-
fiesto el Abogado del Estado, el examen del fundamento
jurídico segundo de las Sentencias recurridas en amparo
y, en concreto, de su última frase, en la que se afirma
que «Debe añadirse también que en el presente caso
ninguno de los recurrentes tenía la cualidad de funcio-
nario de carrera cuando se produjo las lesiones que deter-
minaron su ingreso en el Cuerpo de Mutilados y en la
actualidad la situación de retirados por inutilidad física»,
demuestra que las Sentencias impugnadas consideran
que los recurrentes nunca adquirieron el derecho a la
indemnización solicitada, precisamente por no reunir el
requisito de ser funcionarios de carrera (o, en su caso,
en prácticas) cuando se produjeron las lesiones y, en
consecuencia, no les resultaban en absoluto de aplica-
ción las consideraciones realizadas en la Sentencia repro-
ducida en torno a la prescripción de tal derecho.

4. Lo que acabamos de exponer determina que no
podamos apreciar que haya existido vulneración del dere-
cho fundamental de los recurrentes a obtener la tutela
judicial efectiva de sus derechos e intereses legítimos,
reconocido en el art. 24.1 C.E.. En efecto, la Sala de
lo Contencioso-Administrativo, en las Sentencias impug-
nadas, ha adoptado una decisión desestimatoria de las
pretensiones formuladas por los recurrentes, conside-
rando que no podían ser acogidas por no reunir aquéllos
el requisito de ser funcionarios cuando se produjeron
las correspondientes lesiones, requisito necesario para
el nacimiento del derecho a la indemnización prevista
en el art. 2.1 de la Ley 19/1974. La corrección cons-
titucional de tal decisión no ha sido puesta en cuestión
por los recurrentes en ningún momento del presente
recurso de amparo, lo que impide cualquier pronuncia-
miento de este Tribunal al respecto.

De esta manera, las consideraciones realizadas en
las Sentencias recurridas (por remisión a las de la Sen-
tencia de 18 de marzo de 1996, literalmente reprodu-
cidas) en torno a la prescripción del derecho a la indem-
nización carecen de toda relevancia para decidir sobre
el otorgamiento del amparo, al no haber sido determi-
nantes del fallo, en el sentido de que la apreciación de
su incorrección no alteraría éste. En efecto, como dijimos
en la STC 298/1993, de 18 de octubre (F.J. 5), con
cita de la STC 44/1987, de 9 de abril (F.J. 2), carece
de sentido la concesión de un amparo que se limite
a anular una parte de motivación de una Sentencia, aun-
que mantenga en su integridad el fallo, de la misma
manera que carece de sentido anular totalmente la Sen-
tencia, incluido el fallo, con el único objeto de que el
órgano judicial dicte una nueva Sentencia en la que con-
firme el fallo, pero corrigiendo posibles errores o desa-
ciertos contenidos en la redacción de su fundamento
jurídico. Y es que, como señala la misma STC 298/1993,
el recurso de amparo se orienta a la reparación de efec-
tivas vulneraciones de los derechos fundamentales y no
a la depuración objetiva de aquellos vicios que puedan
concurrir en la acción de los poderes públicos, despren-
diéndose así inequívocamente de los arts. 41, 54 y 55
LOTC, sin que, por ello, como señalan las SSTC
221/1994, de 18 de julio (F.J. 2), y 191/1996, de 26
de noviembre (F.J. 4), pueda otorgarse el amparo cuando
los desaciertos en la fundamentación jurídica no han
sido necesariamente relevantes para el fallo y, en sí mis-
mos, no han supuesto la lesión de un derecho funda-
mental. Tal ocurre en el supuesto que consideramos en
el que, como hemos visto, no puede apreciarse que los
derechos e intereses legítimos de los recurrentes no
hayan sido efectivamente tutelados por los órganos judi-
ciales, en cuanto que aquéllos han recibido una respuesta
desestimatoria en relación con sus pretensiones, res-

puesta no cuestionada por los mismos. En definitiva,
como han puesto de relieve la STC 309/1993, de 25
de octubre, y los AATC 226/1993, de 12 de julio (F.J. 5),
y 187/2000, de 24 de julio (F.J. 4), no procede que
este Tribunal corrija los razonamientos judiciales que,
realizados a mayor abundamiento, carecen de efecto
práctico sobre el fallo de la resolución judicial.

Es más, debe tenerse presente que en el supuesto
que nos ocupa, tal y como hemos examinado, la argu-
mentación judicial referida a la prescripción no es sólo
que no fuera determinante para la decisión de los recur-
sos contencioso-administrativos, en cuanto que existían
otros motivos que por sí solos conducían a su deses-
timación, sino que ni tan siquiera resultaba de aplicación
a los recurrentes, dado que los mismos, según las Sen-
tencias impugnadas, al no ser funcionarios cuando se
produjeron las lesiones, no habían adquirido el derecho
a la indemnización y, por tanto, no podían verse afec-
tados por la prescripción del mismo. Y, como hemos
puesto de relieve en el ATC 232/2000, de 29 de octubre
(F.J. 3), el carácter esencialmente subjetivo del recurso
de amparo (STC 83/2000, de 27 de marzo) determina
que el mismo esté establecido para la reparación de
vulneraciones de derechos fundamentales y libertades
públicas concretamente producidas a los recurrentes,
que son los únicos que, salvo excepciones que aquí no
concurren, pueden conseguir en esta sede constitucional
la protección del propio derecho. De este modo, como
las consideraciones de las Sentencias impugnadas rela-
tivas a la prescripción del derecho a la indemnización
no afectaban en absoluto a los demandantes de amparo,
es evidente que ese carácter subjetivo del presente pro-
ceso constitucional, que determina su ámbito propio,
impediría también que nos pronunciáramos sobre aqué-
llas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de febrero de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

5165 Sala Segunda. Sentencia 31/2001, de 12 de
febrero de 2001. Recurso de amparo
2161/97. Promovido por don Roberto Bláz-
quez Gil frente a las Sentencias de la Audien-
cia Provincial de Madrid y de un Juzgado de
lo Penal, que le condenaron por un delito de
daños y una falta de lesiones.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (incongruencia): Sentencia de apela-
ción que no resuelve dos de los tres motivos
del recurso interpuesto por el condenado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
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Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2161/97, interpuesto
por don Roberto Blázquez Gil, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Pilar Segura Sanagustín
y asistido del Letrado don Agustín López Anadón, contra
la Sentencia dictada por la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Madrid el 19 de marzo de 1997, que
confirmó en apelación la del Juzgado de lo Penal núm. 1
de Madrid de 20 de diciembre de 1996. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Julio Diego González Campos, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 20 de mayo de 1997, que fue registrado
en este Tribunal el día 22 del mismo mes y año, la
Procuradora de los Tribunales doña Pilar Segura Sana-
gustín ha interpuesto recurso de amparo contra las reso-
luciones judiciales mencionadas en el encabezamiento.

2. Los hechos que sirven de fundamento a la deman-
da de amparo, brevemente expuestos, son los siguientes:

a) Incoadas diligencias previas contra el Sr. Blázquez
Gil por presuntos delitos de daños y lesiones en el Juz-
gado de Instrucción núm. 5 de Madrid, el citado prestó
declaración como imputado el 6 de octubre de 1994.
El 13 de octubre siguiente, el Juez Instructor, pendiente
aún la valoración pericial de los daños, dictó Auto incoan-
do procedimiento abreviado, que no fue notificado al
demandante de amparo, pero que fue conocido por éste
al dársele traslado, por providencia de 8 de marzo
de 1995, de los escritos de las acusaciones, pública
y particular. Tras lo que interpuso recurso de reforma
contra el citado Auto, alegando la indefensión padecida
y solicitando la práctica de determinadas pruebas, en
particular la aportación de los partes que la denunciante
pudiera haber dado en fechas próximas a los hechos
a su compañía aseguradora a efectos de constatar si
existían previamente los daños en el vehículo que ahora
se le imputaban, así como los que comunicó tras los
hechos a la aseguradora.

b) El recurso de reforma del que se ha hecho men-
ción fue estimado por el Juzgado de Instrucción núm. 5
de Madrid por Auto de 6 de junio de 1995, en el que
se acordó se procediese a la notificación personal al
Sr. Blázquez Gil del anterior de 13 de noviembre
de 1994. Pero antes de que dicha notificación se hubiera
producido, la representación de éste interpuso nuevo
recurso de reforma con fecha 5 de julio de 1995, por
entender que no debían darse por concluidas las dili-
gencias previas, solicitando que se practicase nuevo
informe pericial a la vista de las fotos del vehículo incor-
poradas por la acusación particular a las actuaciones
y reiterando la petición en lo que respecta a la aportación
por la aseguradora de los partes del siniestro.

c) El segundo recurso de reforma fue desestimado
por Auto del mencionado Juzgado de 18 de diciembre
de 1995, en el que se rechaza la práctica de las pruebas
solicitadas, por estimar, de un lado, que el informe del
perito deberá efectuarse en el acto del juicio oral y, de
otro, que la aportación de los partes de siniestro a la
aseguradora es «innecesaria a los efectos de la inves-
tigación, siendo únicamente dilatoria de las actuacio-
nes», ordenando continuasen éstas. Interpuesto por la

representación del Sr. Blázquez Gil recurso de queja el 31
de diciembre siguiente, la Sección Segunda de la Audien-
cia Provincial de Madrid, por Auto de 24 de septiembre
de 1996, lo desestimó, declarando, en lo que respecta
a la prueba documental solicitada, «que la misma no
es relevante para la investigación de los hechos, sin per-
juicio de que se solicite su práctica en el escrito de
defensa».

d) Notificada esta resolución la representación pro-
cesal del Sr. Blázquez Gil volvió a instar del Juzgado
de Instrucción núm. 5 mediante escrito de 29 de noviem-
bre de 1996 que se practicase la prueba documental
reiteradamente solicitada, lo que se denegó por provi-
dencia de 3 de diciembre «al no ser el momento procesal
oportuno para ello». Y abierto el juicio oral, la defensa
del recurrente, en el trámite del art. 791, apartado 1
LECrim, reprodujo la petición de la práctica de la prueba
documental relativa a los partes de siniestro, por con-
siderarla «fundamental para el esclarecimiento de los
hechos». Pero el Juez del Juzgado de lo Penal núm. 1
de Madrid la rechazó «dado que se trata de una prueba
a practicar en el período de instrucción, al ser de inves-
tigación, resultando extemporánea en este momento del
procedimiento».

e) El Juez de lo Penal dictó Sentencia el 20 de
diciembre de 1996 por la que condenó al Sr. Blázquez
Gil como autor de un delito de daños y de una falta
de lesiones. De la fundamentación jurídica de esta Sen-
tencia deben destacarse, a los fines del presente recurso
de amparo, los siguientes razonamientos, tras aludir a
los golpes recibidos en el vehículo de doña Paloma Sán-
chez Peyes:

«Daños en el turismo, que son los ya descritos y cuyo
importe supera las 50.000 pesetas, según el informe
pericial, no teniendo sentido presumir la existencia ante-
rior de los mismos, como hace la defensa, en cuanto
de por sí ya es anómala la circulación con los faros en
el estado en que se aprecia en las fotografías que se
aportan y curiosamente el acusado, tras reconocer tener
una serie de incidentes de circulación con el turismo
nunca refiere la preexistencia de tales daños que difí-
cilmente le podían haber pasado desapercibidos.»

f) El demandante de amparo interpuso recurso de
apelación contra la anterior Sentencia con base en tres
motivos (derecho a la presunción de inocencia, error
en la apreciación de la prueba, como subsidiario del ante-
rior y derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes)
y, mediante otrosí, solicitó la práctica de la prueba de
los partes de siniestro que la denunciante hubiera dado
a la compañía aseguradora.

Recibidas las actuaciones en la Audiencia Provincial,
el Secretario de su Sección Primera, tras hacer constar
la recepción, acordó que pasasen al Magistrado Ponente
para su examen, por haberse propuesto la práctica de
prueba. Pero la citada Sección, sin pronunciarse sobre
la solicitud de prueba, dictó Sentencia el 19 de marzo
de 1997, en cuya parte dispositiva se desestima el recur-
so de apelación, «Denegándose el recibimiento a prueba
solicitado». La fundamentación jurídica de esta resolu-
ción, salvo en lo que respecta a las costas (razonamiento
tercero), es la siguiente:

«Primero.—Por el recurrente se solicita el recibimiento
a prueba de la denegada en su momento.

Dicha prueba consistiría en que, por parte de la com-
pañía aseguradora de la perjudicada, se aportarían los
partes dados en relación con el vehículo Fiat 1, matrícula
M-9739-KH, desde el día 15 de julio de 1993, hasta
el 15 de noviembre de 1994.

Lo mismo fue solicitado a lo largo de la instrucción
como diligencia a practicar, habiendo sido denegada,
volviéndose a proponer en el escrito de defensa y, en
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el acto del juicio oral como cuestión previa, siendo en
ambos casos denegada.

Segundo.—El art. 792.1 faculta al Juez o Tribunal com-
petente para el enjuiciamiento, a rechazar aquellas prue-
bas propuestas que no se consideren pertinentes.

La prueba propuesta por el recurrente, es como se
dijo aquella tendente a demostrar la cuantía de los daños,
lo que ya se hizo, mediante la prueba pericial pertinente,
estando aportada la factura de reparación del vehículo
en autos. Si los datos obrantes se consideran suficientes
por el Juzgador para establecer dicha cuantía, y así se
deduce del desarrollo del Juicio Oral, no puede accederse
a lo solicitado.»

3. En la demanda de amparo se denuncia, de un
lado, la vulneración del art. 24.1 C.E. por tres motivos:
en primer lugar, por no haber dado la Sentencia de ape-
lación respuesta alguna, ni expresa ni tácita, a los dos
primeros motivos del recurso y sólo pronunciarse sobre
la solicitud de recibimiento a prueba, lo que vulnera el
citado precepto constitucional. En segundo término, por
no haber resuelto la Audiencia Provincial mediante Auto
la solicitud de recibimiento a prueba en segunda ins-
tancia que solicitó, lo que hubiera permitido interponer
recurso de súplica contra el mismo caso de haberse
denegado, lo que lesiona el derecho fundamental en
su vertiente de acceso a los recursos y, posiblemente,
también el derecho a un proceso con todas las garantías.
Por último, por haberse denegado tanto por el Juzgado
de lo Penal núm. 1 de Madrid como por la Audiencia
Provincial el derecho a utilizar la prueba pertinente para
su defensa, reiterada, en ambas instancias, lo que ha
entrañado un resultado de indefensión, que el precepto
constitucional prohíbe.

De otro lado, aunque con carácter subsidiario, se ale-
ga la vulneración del derecho a la presunción de ino-
cencia (art. 24.2 C.E.) por cuanto de la prueba practicada
en el acto del juicio oral fácilmente se concluye que
el recurrente sólo dio una patada en el lateral izquierdo
del vehículo de la denunciante, que su moto no pudo
golpear la parte delantera y si lo hizo fue involuntaria-
mente, sin tener contacto con el capó del automóvil
y que no hay mención alguna sobre los daños en el
lateral derecho del mismo. Lo que entraña, en suma,
que no existió prueba suficiente de cargo para evidenciar
que produjo dolosamente los daños que sufrió el auto-
móvil de la denunciante.

4. Mediante escrito de 17 de junio de 1997, la
representación procesal del demandante acompañó tes-
timonio de la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Madrid y de dos diligencias judiciales, a las
que se habían hecho referencia en documento anejo
a la demanda.

5. La Sección Tercera de este Tribunal, por provi-
dencia de 8 de mayo de 1998, acordó admitir a trámite
la demanda, recabar las actuaciones de la Audiencia
Provincial y del Juzgado de lo Penal núm. 1 de Madrid,
así como el emplazamiento de quienes hubieran sido
parte en el procedimiento, excepto la parte recurrente
en amparo. Y recibidas las actuaciones por providencia
de 9 de julio de 1998 la Sección Tercera acordó dar
vista de las mismas a la parte recurrente y al Ministerio
Fiscal, para presentar alegaciones por plazo común de
veinte días según lo previsto en el art. 52.1 LOTC.

6. El Ministerio Fiscal evacuó dicho trámite median-
te escrito registrado en este Tribunal el 30 de julio
de 1998, interesando el otorgamiento del amparo. Tras
exponer los hechos, recuerda la doctrina constitucional
según la cual es potestad del órgano decisor de la juris-
dicción ordinaria declarar la pertinencia o impertinencia
de las pruebas que propongan las partes, exigiendo tan
sólo que se explique razonadamente el juicio negativo

de inadmisibilidad (STC 83/1987 y 169/1996, entre
otras muchas). De suerte que si tal explicación es razo-
nable y no arbitraria, no se produce una lesión del dere-
cho a utilizar los medios pertinentes de prueba para la
defensa. Como ocurre en el presente caso respecto a
la Audiencia Provincial, que declara innecesaria la soli-
citada para acreditar los daños sufridos en el vehículo
y su autoría, que «quedan plenamente probados» por
otras pruebas.

Admitida la conformidad con la Constitución de la
denegación de la prueba, ha de descartarse que la lesión
del derecho fundamental se haya producido por haberse
inadmitido la prueba en la Sentencia de apelación y no
con carácter previo, en la forma establecida en el
art. 705.7 LECrim. No toda infracción procesal, en efecto,
genera la lesión del derecho fundamental, pues se requie-
re que haya menoscabo real y efectivo del derecho de
defensa (SSTC 155/1991 y 196/1990), lo que no se
ha producido dado que su falta de pertinencia material
implica la ausencia de cualquier perjuicio.

En cuanto a la queja por incongruencia omisiva en
la Sentencia de la Audiencia Provincial, por no haber
hecho referencia a dos de los motivos planteados por
el recurrente, aunque pueda ser contradictorio que se
alegue ausencia de pruebas y valoración indebida de
las mismas, lo cierto es que dicha resolución no contiene
referencia, directa o indirecta, a las cuestiones plantea-
das. Lo que ha vulnerado el derecho del demandante
de amparo a la tutela judicial efectiva, por incongruencia
omisiva en dicha resolución judicial, impidiendo que este
Tribunal conozca con certeza las razones fácticas y jurí-
dicas de la desestimación de la apelación.

Por último, en cuanto a la quiebra del derecho a la
presunción de inocencia, que se imputa tanto a la Sen-
tencia de apelación como a la apelada con carácter sub-
sidiario, esta queja carece realmente de autonomía en
relación con la primera por haber incurrido en el vicio
de incongruencia omisiva y, precisamente, por no haber-
se pronunciado sobre la presunción de inocencia. Y en
cuanto a la Sentencia del Juzgado de lo Penal, de las
actuaciones se desprende claramente la existencia de
prueba de cargo suficiente para enervar la presunción
de inocencia, pues cita diversas pruebas practicadas res-
pecto a los hechos y la autoría del demandante que
constituyen sin duda pruebas de cargo, no correspondien-
do al Tribunal Constitucional revisar su valoración, salvo
que ésta sea irrazonable o arbitraria. Por tanto, sólo es
procedente acoger la queja relativa a la incongruencia
omisiva y repararla dictando una nueva resolución judicial
en que se dé respuesta a todas las pretensiones deducidas
en el recurso.

7. La representación procesal del Sr. Blázquez Gil
formuló alegaciones mediante escrito registrado en este
Tribunal el 9 de septiembre de 1998. Tras señalar que
el recurso de súplica interpuesto contra la Sentencia
de la Audiencia Provincial y que fue resuelto por Auto
desestimatorio de 28 de mayo de 1997, esto es, tras
haberse interpuesto el presente recurso, carece de vir-
tualidad jurídica y, por ello, no se hizo referencia al mismo
en la demanda de amparo, se ratifica en los argumentos
contenidos en ésta, precisando por último los efectos
que tendría la estimación de la queja relativa a la lesión
del derecho a la presunción de inocencia conforme a
los arts. 54 y 55 LOTC.

8. Por providencia de 8 de febrero de 2001 se seña-
ló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 12 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. En la demanda de amparo, que es el acto de
parte que abre este proceso constitucional y fija las pre-
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tensiones del recurrente (STC 143/1994, de 9 de mayo,
F.J. 5, y A.T.C. 225/1983, de 25 de mayo, F.J. único,
entre otras), éste ha articulado tres quejas con carácter
principal y una cuarta con carácter subsidiario. De las
primeras, dos se dirigen contra la Sentencia de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Madrid de 19 de
marzo de 1997, a la que imputa tanto haber incurrido
en incongruencia omisiva al no haber dado respuesta
alguna a dos de los motivos del recurso de apelación,
como una lesión del derecho a la tutela judicial efectiva
en su vertiente de acceso a los recursos, pues habién-
dose propuesto prueba en la segunda instancia, esta
petición no fue resuelta por Auto sino en la citada Sen-
tencia, proceder irregular que le ha privado del recurso
de súplica que cabía imponer frente a la denegación.
Mientras que la tercera queja está dirigida tanto contra
dicha Sentencia como contra distintas resoluciones del
Juzgado de lo Penal núm. 1 de Madrid, ya que aquélla
y éstas, al haber denegado reiteradamente la práctica
de una determinada prueba que se estima relevante para
la defensa, han vulnerado el derecho del recurrente a
utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa
(art. 24.2 C.E.) y le han causado indefensión (art. 24.1
C.E.). Por último, en la queja que se formula con carácter
subsidiario se denuncia una vulneración del derecho a
la presunción de inocencia (art. 24.1 C.E.), pues no existe
prueba de cargo para demostrar que el recurrente pro-
dujo dolosamente los daños en el vehículo de la denun-
ciante por los que ha sido condenado.

El Ministerio Fiscal ha estimado, sin embargo, que
de las quejas que se han expuesto tres de ellas carecen
de relevancia constitucional. Aunque sí concurre con el
recurrente en la lesión del derecho a la tutela judicial
efectiva del art. 24.1 C.E. por incongruencia omisiva en
la Sentencia de la Audiencia, al no haberse dado res-
puesta en dicha resolución a dos de los motivos del
recurso de apelación y, por tanto, sólo en atención a
esta concreta vulneración interesa que sea otorgado el
amparo que se nos pide.

2. Antes de pasar al enjuiciamiento de las quejas
que se acaban de indicar es necesario precisar con carác-
ter previo el orden de nuestro examen. Pues si bien éstas
se vinculan a la denegación de la práctica de una deter-
minada prueba y, con carácter subsidiario, se alega la
supuesta vulneración del derecho a la presunción de
inocencia, también se aduce una incongruencia por parte
de la Sentencia dictada en apelación y esta queja posee
un carácter prioritario, ya que de ser acogida procedería
tanto la anulación de dicha resolución por vulneración
del art. 24.1 C.E. como la retroacción de las actuaciones,
para que se dicte nueva resolución (SSTC 19/2000,
de 31 de enero, F.J. 2, y 96/2000, de 10 de abril, F.J. 1).
Pues mientras no se produzca este pronunciamiento este
Tribunal difícilmente puede entrar a enjuiciar si se han
producido o no las demás lesiones que se han denun-
ciado en la demanda de amparo, ya posean sustantividad
propia o deban reconducirse a la queja central relativa
a la denegación de la práctica de una determinada prue-
ba, pues el órgano jurisdiccional no habría dado una
respuesta a las mismas. Por lo que conviene comenzar
nuestro examen con la queja relativa a una supuesta
incongruencia omisiva.

3. A este fin, conviene recordar que desde la inicial
STC 20/1982, de 5 de mayo, FF.J.J 1 y 2, son muchas
las decisiones en las que este Tribunal ha abordado la
relevancia constitucional de la llamada incongruencia
omisiva o ex silentio, en cuanto manifestación del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, elaborando así un cuerpo
de doctrina ya consolidado, como se ha dicho en la
STC 68/1999, de 26 de abril, F.J. 2.

En lo que es relevante para el presente caso, de esta
doctrina cabe destacar, en primer lugar, la necesidad

de constatar si la cuestión cuya respuesta ha sido aludida
se planteó efectivamente en el momento procesal opor-
tuno. En segundo término, como pautas generales para
determinar si la falta de respuesta es generadora o no
de una lesión del art. 24.1 C.E. por incurrir en incon-
gruencia omisiva, hemos puesto de relieve que es preciso
distinguir entre las alegaciones y argumentos aducidos
por las partes para fundamentar sus pretensiones y las
pretensiones en sí mismas consideradas. Pues si las pri-
meras no requieren una respuesta explícita y detallada
de cada una de ellas, pudiendo bastar una respuesta
genérica, mientras que, respecto de las pretensiones esa
respuesta concreta es en todo caso exigible. Y, por tanto,
en este caso los razonamientos del Juzgador han de
permitir apreciar sin esfuerzo que una determinada pre-
tensión ha sido valorada. Por último, si las pretensiones
se hacen valer ante un órgano superior frente a una
resolución anterior, como ocurre en el caso de la ape-
lación en el proceso penal, es claro que en este supuesto
las pretensiones se configuran en los distintos motivos
del recurso, constituyendo cada uno de ellos, en la medi-
da en que posean su propia autonomía, una concreta
causa petendi para la revocación de la resolución impug-
nada. De suerte que el Tribunal incurriría en incongruen-
cia omisiva si no diera respuesta a uno de los motivos
del recurso aunque tal respuesta conduzca a su rechazo,
pues en otro caso ello genera una denegación parcial
de justicia, contraria a la tutela judicial efectiva que nues-
tra Constitución ha consagrado.

4. En el presente caso, el examen de las circuns-
tancias en las que se fundamenta la queja pone de relie-
ve, de un lado, que el demandante de amparo formuló
tres motivos en el recurso de apelación interpuesto con-
tra la Sentencia condenatoria dictada por el Juzgado
de lo Penal núm. 1 de Madrid: infracción de la presun-
ción de inocencia del art. 24.2 C.E., error de la Sentencia
de instancia en la apreciación de la prueba y lesión del
derecho fundamental a utilizar los medios de prueba
pertinentes para la defensa. Y solicitó, además, que se
practicase prueba en la segunda instancia.

De otro lado, es suficiente la simple lectura de los
razonamientos jurídicos de la Sentencia dictada por la
Audiencia de Madrid, transcritos en los antecedentes,
para apreciar que el órgano jurisdiccional sólo dio res-
puesta a la petición hecha en el otrosí del recurso de
apelación, la relativa a la práctica de una determinada
prueba en la segunda instancia. Lo que se corrobora,
además, por cuanto su parte dispositiva expresamente
deniega dicha práctica de la prueba tras desestimar el
recurso. Sin que esta desestimación encuentre funda-
mento en otros razonamientos jurídicos de la resolución
impugnada en este proceso constitucional; pues ninguna
referencia se hace en la Sentencia de apelación a los
dos primeros motivos del recurso.

De lo que resulta, en suma, que aun cuando se enten-
diera que el razonamiento del Tribunal ha abordado el
tercero de los motivos, la desestimación del recurso por
la Sentencia de apelación se ha llevado a cabo sin dar
respuesta a los dos primeros. Lo que ha generado una
incongruencia omisiva contraria al derecho fundamental
del recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

5. En atención a esta conclusión debemos otorgar
el amparo solicitado y anular la Sentencia de apelación
dictada por la Audiencia Provincial de Madrid, con
retroacción de las actuaciones al momento anterior a
la misma, para que por el citado órgano jurisdiccional
se dicte otra respetuosa con el derecho fundamental
vulnerado. No sin señalar que al haberse acogido la queja
por incongruencia omisiva, no es procedente entrar en
el enjuiciamiento de las demás quejas que se contienen
en la demanda, como antes se ha indicado.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Roberto Bláz-
quez Gil y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha lesionado el derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva.

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular
la Sentencia dictada por la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Madrid el 19 de marzo de 1997, en
el rollo 104/97, con retroacción de las actuaciones al
momento inmediatamente anterior para que el órgano
jurisdiccional dicte otra que sea respetuosa con el dere-
cho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de febrero de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

5166 Sala Segunda. Sentencia 32/2001, de 12 de
febrero de 2001. Recurso de amparo
2258/97. Promovido por don Alfonso Díaz
Fernández frente a la Sentencia de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo que inadmitió
su recurso de casación en un contencioso-ad-
ministrativo contra el Servicio Andaluz de
Salud por un expediente disciplinario.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial (acceso al recurso legal) y a la igual-
dad: inadmisión de recurso de casación a
pesar de tramitarse por el procedimiento de
protección de derechos fundamentales de la
Ley 62/1978 (STC 125/1997), y diferencia
de trato justificada para los funcionarios en
materia de recursos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2258/97 promovido
por don Alfonso Díaz Fernández, representado por el
Procurador de los Tribunales don Francisco García Cres-
po y asistido por el Letrado don José Luis Navarro Pérez,
contra la Sentencia de la Sección Séptima de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo dictada el 12 de abril
de 1997 en el recurso núm. 2432/94. Han intervenido
el Ministerio Fiscal y el Servicio Andaluz de Salud, repre-
sentado y asistido por don Juan Antonio Romacho Ruz.
Ha sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González
Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito de fecha 15 de diciembre de
1998 tuvo entrada en este Tribunal el recurso de amparo
interpuesto por don Alfonso Díaz Fernández contra la
resolución mencionada en el encabezamiento.

2. El recurso se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos:

a) Al recurrente, funcionario del Servicio Andaluz
de Salud, se le notificaron el día 5 de abril de 1993
dos Acuerdos del Delegado Provincial de dicho Servicio
en Jaén de fecha 2 del mismo mes y año. Mediante
uno de ellos se le incoó expediente disciplinario
núm. 61007/93 «por la presunta manifestación de insul-
tos hacia compañeros de ese mismo centro de trabajo,
así como por el presunto incumplimiento de órdenes
recibidas de sus superiores y de normas establecidas
respecto al ejercicio de sus funciones». Y mediante el
otro se le declaró en situación de suspensión provisional
de funciones.

b) Disconforme con estas Resoluciones, el Sr. Díaz
interpuso contra ellas recurso contencioso-administrati-
vo por la vía de la Ley 62/1978 por entender que el
expediente sancionador y la medida cautelar de suspen-
sión vulneraron sus derechos a la presunción de ino-
cencia y a un proceso con todas las garantías. Concre-
tamente, porque el Acuerdo de suspensión (que a su
decir llevaba, indistintamente, fechas de 22 de noviem-
bre de 1991 y de 2 de noviembre de 1992) no estaba
justificado, ni expresaba a su juicio adecuadamente la
posible infracción, ni la duración de la suspensión ni
tampoco los recursos que procedían contra el Acuerdo,
y porque el Acuerdo de incoación carecía de una impu-
tación concreta y específica.

c) Tras practicar prueba, la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía desestimó el recurso por Sentencia de 20 de
diciembre de 1993 al considerar, fundamentalmente,
que la responsabilidad disciplinaria es una cuestión de
legalidad ordinaria ajena al cauce especial de protección
de derechos fundamentales que es la Ley 62/1978 y
que la suspensión provisional de funciones es una medi-
da expresamente prevista por la normativa funcionarial
(arts. 48 de la Ley de funcionarios de 1964 y 33 del
Real Decreto 33/1986) que no contraviene por sí misma
el derecho a la tutela judicial ni tampoco el derecho
a la presunción de inocencia, y cuya duración no es
indeterminada sino que discurre en paralelo a la del expe-
diente sancionador.

d) Contra esta Sentencia, que no dio pie de recurso,
el Sr. Díaz preparó e interpuso recurso de casación. Tras
admitirlo inicialmente, el Tribunal Supremo, en Sentencia
de 12 de abril de 1997, declaró no haber lugar al mismo
por referirse la materia objeto del litigio a una situación
que no afecta a la subsistencia de la condición funcio-
narial del expedientado, estando por consiguiente «ex-
cluida de la casación con arreglo a lo dispuesto en el
art. 93.2 a) de la L.J.C.A.» (F.J. 1).

3. En su demanda de amparo el recurrente afirmó
que la inadmisión de la casación por el Tribunal Supremo
vulneró su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.) por privarle de un recurso al que legalmente tenía
derecho. En efecto, a su juicio el art. 9 de la Ley 62/1978
establece con carácter general una apelación contra las
Sentencias que conforme a ella se dicten. Sustituida la
apelación por la casación en 1992, este segundo recurso
es pues procedente en todo caso. Al aplicar el Tribunal
Supremo a su recurso los motivos generales de casación
(casación prevista sólo para determinados casos de Sen-
tencias sobre funcionarios públicos: aquellas en las que
se ventile la extinción del vínculo funcionarial), vulneró


